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b)  Los recurrentes posteriormente a su inicial procesamiento fueron candidatos por la 

coalición “Lliures per Europa (Junts)” en las elecciones al Parlamento Europeo celebradas el 26 

de mayo de 2019.  Tras realizar el escrutinio general, el recuento de los votos emitidos a nivel 

nacional y la atribución de escaños a las distintas candidaturas, mediante acuerdos de 13 de junio 

de 2019, la Junta Electoral Central acordó la publicación en el “BOE” de los resultados de las 

elecciones de diputados al Parlamento Europeo convocadas por Real Decreto 206/2019, de 1 de 

abril, y celebradas el 26 de mayo de 2019 y procedió a la proclamación de los diputados electos 

al Parlamento Europeo en las citadas elecciones. En el número dieciocho de la relación de 

diputados elegidos aparece don Carles Puigdemont i Casamajó y en el número treinta y ocho, don 

Antoni Comín i Oliveres.  

 

b) En la sesión plenaria de 13 de enero de 2020, el Parlamento Europeo, tomó nota de la 

elección de los señores Puigdemont y Comín como diputados del Parlamento Europeo con efecto 

retroactivo a partir del 2 de julio de 2019, fecha en la que se abrió su primera sesión tras las 

elecciones de 26 de mayo de 2019. En consecuencia, fueron autorizados a asumir sus funciones, 

a ejercer sus mandatos representativos y a ocupar sus escaños, ejerciendo plenamente desde 

entonces los derechos correspondientes al estatuto de diputado europeo. 

 

c) Por auto de 12 de febrero de 2023, dictado por el magistrado instructor de la citada 

causa especial, atendida la derogación del delito de sedición por la Ley Orgánica 14/2022, de 22 

de diciembre, por la que se aprobó la reforma parcial del Código Penal, se razona que los hechos 

por los que fueron procesados, entre otros, los recurrentes – y de los que da extensa cuenta en los 

antecedentes de dicha resolución- son subsumibles en el delito de desobediencia del artículo 410 

y en el delito de malversación de caudales públicos del artículo 432 del Código Penal vigente a 

la fecha en que los hechos tuvieron lugar. Y acuerda en su parte dispositiva, en lo que interesa al 

presente recurso de amparo, ratificar la declaración de rebeldía de los recurrentes y acordar la 

busca y captura e ingreso en prisión, como presuntos autores de sendos delitos de desobediencia 

y malversación de caudales de los recurrentes en amparo. En tal sentido, se acuerda en la parte 

dispositiva de dicha resolución: 

 

 "Ratificar la declaración de rebeldía de Carles Puigdemont i Casamajó; Antonio 

Comín i Oliveres […]. 
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 d) Mediante auto de 21 de marzo de 2023 se desestimaron los recursos de reforma 

interpuestos entre otros por don Carles Puigdemont i Casamajó y don Antonio Comín i Oliveres, 

contra el auto anterior. 

 

 e) Finalmente por auto de 21 de marzo de 2023, la Sala de lo Penal del Tribunal 

Supremo desestimó el recurso de apelación interpuesto por la representación de los ahora 

recurrentes en amparo. 

 

3. Los recurrentes alegan en su demanda dos motivos de amparo: 

 

a) En el primer motivo de amparo, se invocan conjuntamente los derechos a la tutela 

judicial efectiva, al juez ordinario predeterminado por la ley, a un proceso con todas las garantías 

(art. 24.1 CE en relación con el art. 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 

Europea – en adelante CDFUE- y artículos 6 y 13 del Convenio Europeo para la Protección de 

los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales -en adelante CEDH-), así como los 

artículos 23.2 CE (en relación con el art. 39.2 CDFUE), 17 y 19 CE (en relación con los arts. 6 y 

45 CDFUE).  

 

La demanda pone de manifiesto que los actores son diputados del Parlamento Europeo, 

por lo que se encontrarían protegidos por la inmunidad parlamentaria, prevista en el art. 9 del 

Protocolo n.º 7 sobre los Privilegios e Inmunidades de la Unión Europea desde el momento de su 

proclamación. Conforme a este artículo, los diputados al Parlamento Europeo gozarán de 

inmunidad “cuando se dirijan al lugar de reunión del Parlamento Europeo o regresen de este”, lo 

que pretende garantizar la libertad de movimientos de los miembros del Parlamento para ejercer 

sus funciones, y específicamente participar en sus sesiones. La demanda destaca, asimismo, que 

conforme al citado artículo 9, párrafo primero, del Protocolo n.º 7 “mientras el Parlamento 

Europeo esté en período de sesiones” sus miembros gozan en el Estado de origen “de las 

inmunidades reconocidas a los miembros del Parlamento de su país”. Al respecto, el art. 71.2 CE 

dispone que “durante el período de su mandato los diputados y senadores gozarán asimismo de 

inmunidad y solo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni 

procesados sin la previa autorización de la Cámara respectiva”. De esta forma, se sostiene, la 

decisión de no levantar la orden de busca, captura y puesta a disposición habría supuesto la 

privación del derecho a circular libremente por España, circunscripción por la que resultaron 

elegidos, privándoles de la posibilidad de mantener vínculos con sus representados.  
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el Magistrado Instructor del Tribunal Supremo, que aceptó el premio otorgado por la Fundación 

Villacisneros en consideración a su función como Magistrado, y que había reclamado prisión 

para los recurrentes en amparo”. Por lo que respecta al juez predeterminado por la Ley, se sostiene 

que no existe norma que otorgue cobertura a la competencia del Tribunal Supremo para el 

conocimiento de esta causa. 

 

 Por otrosí solicita la adopción de manera cautelarísima de la medida cautelar de 

suspensión de las resoluciones impugnadas de conformidad con el art. 56.6 de la Ley Orgánica 

del Tribunal Constitucional (en adelante LOTC), o subsidiariamente, de conformidad con los 

artículos 56.2 y 3 LOTC, para evitar la pérdida de la finalidad del presente recurso, “dado el daño 

irreparable continuado que se viene produciendo”.  

 

 

II. Fundamentos jurídicos 

 

1. Objeto del recurso de amparo y competencia de la Sección de Vacaciones del Tribunal 

Constitucional.  

 

El demandante de amparo impugna los autos dictados el 12 de enero y el 21 de marzo de 

2023 por el magistrado instructor en la causa especial núm. 20907-2017 y el auto de 13 de junio 

de 2023 dictado por la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, por los que se acuerda y confirma, 

respectivamente, acomodar el auto de procesamiento de los recurrentes de amparo a la reforma 

operada por la Ley Orgánica 14/2022, de 22 de diciembre, por la que se aprobó la reforma parcial 

del Código Penal, y se acuerda ratificar la declaración de rebeldía de los recurrentes y acordar su 

busca y captura e ingreso en prisión, como presuntos autores de sendos delitos de desobediencia 

y malversación de caudales de los recurrentes en amparo.  

 

Sustancialmente los demandantes, consideran que dicha decisión menoscaba la garantía 

de inmunidad que tienen reconocida como miembros del Parlamento Europeo y con ella se 

vulnera la pluralidad de derechos fundamentales aludidos, reconocidos tanto en la Constitución 

Española (arts. 17, 19 y 23.1) como en la Carta de los derechos fundamentales de la Unión 

Europea -CDFUE- (arts. 6, 39.2, 45 y 47 ) y en el Convenio europeo para la protección de los 

derechos humanos y de las libertades fundamentales -en adelante CEDH- (arts. 6 y 13).  Y por 

otra parte, invocan la vulneración del derecho a un juez independiente e imparcial, a la igualdad 
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inmunidad contemplada en el artículo 9, párrafo primero, letra a), del Protocolo n.º 7. Acto 

seguido precisó que no le correspondía interpretar las normas nacionales en materia de 

inmunidades de los parlamentarios (letra N). 

 

Finalmente, la reciente sentencia de 5 de julio de 2023 dictada por el Tribunal General de 

la Unión Europea en el asunto T-272/21 desestimó los recursos interpuestos por don Carles 

Puigdemont i Casamajó y don Antoni Comín i Oliveres contra la concesión del suplicatorio. 

 

A ello no obsta que esta última resolución pueda ser revocada en el caso de que se estimara 

el recurso de casación eventualmente interpuesto por los recurrentes, pues sostener la vulneración 

del derecho fundamental en una futura e hipotética decisión del Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea no resulta admisible. No solo por el carácter no suspensivo del eventual recurso 

interpuesto, sino también atendido el carácter esencialmente reformable de las decisiones que 

afectan a la libertad personal y en el que los recurrentes podrían sustentar una eventual pretensión 

revisora de su situación personal.  

 

b) En segundo lugar, es obligado traer a colación  la doctrina de este tribunal, a la que 

debemos atender, expuesta por el Pleno en las SSTC 70/2021 y 71/2021, de 18 de marzo, y 

recordada en la más reciente STC 87/2022, de 28 de junio, en virtud de la cual  “[l]a interpretación 

sostenida por la Sala, en primer lugar, es conforme a la letra o al sentido exacto y propio del art. 

71.2 CE (STC 9/1990, FJ 4), que configura la previa autorización de la respectiva cámara como 

condición de procedibilidad expresamente para inculpar o procesar a sus miembros (SSTC 

123/2001 y 124/2001, FFJJ 5), no para el desarrollo de una fase posterior a las fases de instrucción 

o intermedia del proceso penal, en las que tiene lugar la inculpación o el procesamiento, como es 

la del juicio oral” [FJ 3.3 C) c)].  

 

A mayor abundamiento en el fundamento mencionado -al que debemos remitirnos- se 

continuaba razonando que a la precedente consideración, se añade que “dicho criterio 

hermenéutico se compadece asimismo con la interpretación necesariamente estricta que ha de 

hacerse de la prerrogativa de la inmunidad, al no extenderla a un supuesto que no aparece 

contemplado explícitamente en el texto constitucional, como es la exigencia de autorización [de] 

las Cámaras para continuar el proceso penal contra quien, habiendo sido ya procesado o 

inculpado, es proclamado miembro electo de una de ellas durante el juicio oral”. Y se insistía en 

que la necesidad de una interpretación estricta del alcance de la prerrogativa “resulta de la 
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Por todo lo expuesto, la Sección de Vacaciones 

 

ACUERDA 

 

Inadmitir el recurso de amparo núm. 5439-2023, interpuesto por don Carles Puigdemont 

i Casamajó y don Antoni Comin i Oliveres dada la manifiesta inexistencia de violación de un 

derecho fundamental tutelable en amparo. 

 

Notifíquese con indicación de que, si el Ministerio Fiscal no hubiere interpuesto recurso 

de súplica en el plazo legal de tres días, se archivarán estas actuaciones sin más trámite (art. 50.3 

LOTC) 

 

  

 Madrid, a 9 de agosto de dos mil veintitrés. 

 

 

 

 


